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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, veintidós (22) de octubre de dos mil catorce (2014) 
	RADICADO:

	05001 33 33 020 2014-00593 00

	MEDIO DE CONTROL
	EJECUTIVO

	DEMANDANTE
	GLADYS MERCEDES MORENO Y OTROS

	DEMANDADO

	EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN E.S.P. 

	ASUNTO:
	No repone auto

	INTERLOCUTORIO No. 
	653


Procede el despacho a resolver el recurso de reposición, interpuesto por el apoderado de la parte demandante, contra el auto del 19 de septiembre de 2014.
ANTECEDENTES
En ejercicio de la demanda ejecutiva, promovida por la señora GLADYS MERCEDES MORENO MORENO y OTROS, en contra de EMPRESAS PÙBLICAS DE MEDELLIN E.S.P., solicita librar mandamiento de pago como consecuencia del incumplimiento de la Sentencia proferida por el Consejo de Estado el día 23 de marzo de 2011, en la cual se revocó la decisión tomada por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 31 de agosto de 2000.
La demanda fue recibida por reparto el día 09 de mayo de 2014 y por auto del 19 de septiembre de la presente anualidad, se inadmitió la misma, con el fin de que el Dr. OSCAR DARIO VILLEGAS POSADA allegara nuevo poder especial conferido por todos los ejecutantes para el presente proceso dentro del término de cinco (5) días. 
Conforme a tal requerimiento, dicho abogado interpone el recurso de reposición, tomando como fundamento para ello, lo dispuesto en los artículos 70 y 77 del Código General del Proceso, e indicando que en la demanda inicial de reparación directa se presentaron los poderes conferidos por los demandantes, los cuales se entienden conferidos para cobrar ejecutivamente en proceso separado las condenas impuestas en la sentencia, considerando por tanto que el requisito exigido por el Despacho es innecesario y no librar mandamiento ejecutivo significa desconocer las facultades que como apoderado le fueron conferidas desde el comienzo. 

Advierte que no se está solicitando la aplicación del artículo 335 del C de P. Civil como mal lo entiende el Juzgado sino que se está solicitando la ejecución de una sentencia de condena proferida por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y para ello se están aportando los poderes inicialmente conferidos con la constancia expedida por el Consejo de Estado de que los mismos no han sido revocados y se encuentran vigentes; por lo que solicita dar alcance a tales mandatos, en los que se confirió facultad para recibir lo que implica hacer las gestiones necesarias para el pago, lo que indica que las mismas van hasta el cobro ejecutivo en proceso separado de las condenas impuestas.  
CONSIDERACIONES

El artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, dispone:
“Art. 242.-Reposición. Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que no sean susceptibles de apelación o de súplica. 
En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.” 

A su turno, se tiene que el Código General del proceso, entró a regir desde el 1 de enero de 2014, de conformidad con lo establecido en el artículo 627 ibídem; por lo que en concordancia con la norma antes citada, se deberá aplicar lo dispuesto en el artículo 318 de dicho Estatuto Procesal, que establece:

“El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie por fuera de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto…”
Establece igualmente el artículo 319 del C.G.P. que cuando el recurso fuere formulado por escrito, se resolverá previo traslado a la parte contraria por el termino de (3) días como lo prevé el artículo 110. Sin embargo considera esta operadora jurídica, que se hace innecesario el trasladado respectivo en tanto no se encuentra integrado el contradictorio, por lo tanto, se procede a desatar el mismo, obviando dicho trámite secretarial. 
El recurso de reposición dentro del trámite procesal, responde a la facultad que tienen las partes de solicitar al Juzgador que reexamine el asunto sometido a su conocimiento, a fin de que revoque o reforme la decisión adoptada, ante la eventual existencia de un yerro por parte del funcionario. 

Se tiene que en al auto calendado el 19 de septiembre de 2014, este Despacho estimó necesario que el abogado de la parte ejecutante allegara poder especial para representar a los mismos dentro del presente proceso, por cuanto, consideró esta Agencia Judicial que no podían aceptarse los mandatos conferidos inicialmente para el proceso declarativo de donde surgió la condena que hoy se pretende cobrar ejecutivamente; atendiendo a que la Ley 1437 de 2011 dispone que, después de la entrada en vigencia de dicha norma y la implementación de la oralidad, para cobrar ejecutivamente las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, debe interponerse una demanda ejecutiva totalmente nueva, que cumpla con todos los requisitos formales y que se someta a las reglas propias del reparto. 
Por su parte, como antes se indicó, el recurrente indica 

Con base en los argumentos expuestos por el apoderado de la parte accionante, se permite el Despacho proceder a resolver el recurso, advirtiendo que no comparte la posición de la recurrente, toda vez que la posición correspondiente a fin de requerir un nuevo poder especial para la demanda ejecutiva que se pretende, no comporta de una decisión caprichosa, sino con la convicción que le asiste al juez y que debe revisar desde el inicio, estableciendo en principio los requisitos formales y sustanciales propios para pronunciarse sobre el mandamiento ejecutivo que se solicita. 
En primer lugar, se advierte que la norma que hoy se encuentra vigente respecto al poder para actuar en un proceso judicial ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, es la contenida en el  Código General del Proceso, cuyo artículo 77 señala:
“ARTÍCULO 77. FACULTADES DEL APODERADO. <sic> Salvo estipulación en contrario, el poder para litigar se entiende conferido para solicitar medidas cautelares extraprocesales, pruebas extraprocesales y demás actos preparatorios del proceso, adelantar todo el trámite de este, solicitar medidas cautelares, interponer recursos ordinarios, de casación y de anulación y realizar las actuaciones posteriores que sean consecuencia de la sentencia y se cumplan en el mismo expediente, y cobrar ejecutivamente las condenas impuestas en aquella.

El apoderado podrá formular todas las pretensiones que estime conveniente para beneficio del poderdante.

El poder para actuar en un proceso habilita al apoderado para recibir la notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo, prestar juramento estimatorio y confesar espontáneamente. Cualquier restricción sobre tales facultades se tendrá por no escrita. El poder también habilita al apoderado para reconvenir y representar al poderdante en todo lo relacionado con la reconvención y la intervención de otras partes o de terceros.

El apoderado no podrá realizar actos reservados por la ley a la parte misma; tampoco recibir, allanarse, ni disponer del derecho en litigio, salvo que el poderdante lo haya autorizado de manera expresa.

Cuando se confiera poder a una persona jurídica para que designe o reemplace apoderados judiciales, aquella indicará las facultades que tendrá el apoderado sin exceder las otorgadas por el poderdante a la persona jurídica” (Negritas y Subrayas del Despacho)
De lo anterior se extracta que si bien se faculta al apoderado para que realice las gestiones pertinentes para cobrar ejecutivamente las condenas impuestas en una sentencia, dicho cobro hace relación, a la solicitud que se presenta dentro del mismo proceso y sin necesidad de instaurar una nueva demanda, es decir, bajo la figura de lo que se conoce como “ejecutivo conexo”. 
En el presente caso, se pretende adelantar un nuevo proceso, diferente al inicial por lo que es necesario que la parte que pretende el cobro ejecutivo de tales condenas, otorgue un poder especial de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código General del Proceso, que dispone: 
ARTÍCULO 74. PODERES. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados.
El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las sustituciones de poder se presumen auténticas.

Los poderes podrán extenderse en el exterior, ante cónsul colombiano o el funcionario que la ley local autorice para ello; en ese último caso, su autenticación se hará en la forma establecida en el artículo 251.

Cuando quien otorga el poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se otorga hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la misma manera se procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona.

Por lo tanto, un argumento adicional a la posición expuesta en el auto recurrido, es el planteado por el mismo recurrente al indicar que las pretensiones incoadas hacen relación a la solicitud de la ejecución de una sentencia de condena, sin solicitar la aplicación de los artículos 335 y 336 del C. de P. Civil; pues precisamente, con base en la providencia citada en el auto recurrido, se tiene que en esta jurisdicción, para demandar en ejercicio de la acción ejecutiva debe presentarse una demanda nueva con el lleno de todos los requisitos exigidos para ello. 

Es que para este Despacho es claro que se trata de una demanda nueva, cuyo título ejecutivo lo constituye una sentencia proferida por la jurisdicción contencioso administrativa; la cual, por virtud de la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2012, debe ser sometida a las reglas de reparto; por lo tanto, se impone la necesidad de dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 74 del C. G. P. antes trascrito, aportando un poder especial para adelantar ese nuevo trámite procesal; en el que se determine con claridad el asunto para el cual se otorga; pues téngase en cuenta que los poderes especial conferidos al recurrente y que obran a folios 17ª 19, fueron otorgados para el proceso de Reparación Directa que adelantó, y si bien se le conceden facultades para recibir y formular la cuenta de cobro de las condenas impuestas, también es cierto que se encuentra adelantando un nuevo proceso bajo las normas procesales que rigen en la actualidad y en tal sentido no es válido aceptar tal mandato para interponer las pretensiones ejecutivas de que trata la presente controversia, pues téngase en cuenta que se trata de un proceso totalmente nuevo tal como viene reiterándose en esta providencia. 
Por tal motivo, no se accederá a lo solicitado en el recurso de reposición, y  sin más consideraciones, como a juicio de este Despacho, la decisión contenida en el auto del 19 de septiembre de 2014, se ajusta a derecho, se mantendrá incólume lo dispuesto en dicho proveído. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

RESUELVE

PRIMERO: NO REPONER la providencia de fecha 19 de septiembre de 2014, por las razones indicadas en la parte motiva. 

SEGUNDO: Conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 118 del Código General del Proceso, el término concedido para el cumplimiento de los requisitos exigidos en el auto recurrido, comenzarán a contarse a partir del día siguiente al de la notificación en estados del presente proveído. 

NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ

MDB
NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





En la fecha se notifica por ESTADO el auto anterior,





Medellín, 23 de octubre de 2014 fijado a las 8 a.m.
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